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Segundo.-Que la norma contenida en el artículo 504. Tres dc1
Código de Comercio no es contraria al artículo 24.1 de la
Constitución.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a IS de febrero de 1985.-Firrnado: Manuel

3618 Sala Segunda. Recurso de amparo número 104//984.
Sentencia número 22/1985. de J5 de febrero.

La Sala ~nda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio Llorente, don Luis Diez-Picaza y Ponce de León, don
Francisco Tomás' y Valiente, don Antonio Truyol Serra y don
Francisco Pera Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo, promovido por don José María Ruiz
Molina, representado por el Procurador don José Sánchez Jáuregui
y bajo la dirección del Abogado don Luis Roldán Rodríguez,
respecto a la sentencia de la Sección Segunda de la Sala de lo
Conten'cioso-Administrativo de la Audiencia Nacional que declaró
la inadmisibilidad del recurso contencioso--administrativo, y en el
que ha comparecido el Ministerio FiscaJ y el Abogado del Estado,
siendo ponente el Magistrado don Francisco Rubio Llorente, Quien
expresa el parecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES

Primero.-Por escrito Que tuvo entrada en el Tribunal Constitu·
cional el día 16 de febrero de 1984, don José Sánchez Jáuregui,
Procurador de los Tribunales, interpuso recurso de amparo consti­
tucional, en nombre y representación de don José María Ruiz
Malina, contra la sente_ncia de 20 de enero de 1984, de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, Que
declaró la inadmisibilidad del recurso contencioso-administrativo
numero 23.cKJ4, interpuesto en su día por el _hoy recurrente en
amparo.

Pide el demandante Que se declare por el Tribunal la nulidad de
la sentencia recürrida por violar sus derechos fundamentales al
Juez ordinario, predeterminado por la Ley, a la tutela judicial de
sus derechos e intereses legítimos y a no ser discriminado, derechos
declarados en los a11s. 24 y 14 de la Constitución. Se solicita,
asimismo, que por la Sala sentenciadora se proceda a determinar
la cu~stión de competencia en su día: formulada por el actor,
resolviendo lo que procesalmente procediere en orden a la remisión
de las actuaciones al Tribunal competente y a su conocimiento por
la misma Sala.

Segundo.-La demanda se fundamenta en los siguientes hechos:
a) El ahora solicitante de amparo, Capitán de Ingenieros

retirado, en situación militar de «servicios civiles» 't destinado en
la Dirección Provincial de Barcelona del Ministeno de Cultura,
formuló una reclamación, con fecha 1 de junio de 1981 al
Ministerio de Cultura, sobre percibo de determinadas retribucioR
nes. Transcurridos más de tres meses sin recibir'notificación de la
oportuna. resolución, el señor Ruiz Molina denunció la mora" y
tr~nscumdos tres meses más interpuso recurso de reposición
contra la desestimación presunta de su petición.

b) El día 17 de marzo de 1982, el señor Ruiz Molina interpuso
contra dicha desestimación presunta, recurso contencioso-adminis­
trativo, ante la Sala de este orden jurisdiccional de la Audiencia
Nacional, por entender que lo que impugnaba era un acto presunto
de un Ministerio .en materia de personal funcionario.
Dicho recurso fue admitido a trámite por providencia de la referida
Sala, de 25 de marzo del siguiente.

e) Con posterioridad, el 17 de mayo del mismo año, le fue
notificada Resolución de la Subsecretaria del Ministerio de CultuR
ra, de 16 de abril, por la que se desestimaba expresamente su
petición. lnterpuesto recurso de reposición ante el Ministerio de
Cultura y transcurrido el plazo legalmente señalado sin recibir
contestación, solicitó de la Sala de la Au"diencia Nacional la
ampliación del recurso interpuesto a la aludida Resolución, amplia·
ción que le fue concedida por providencia de 9 de julio de 1982.

d) Notificada posteriormente la resolución del Subsecretario
de Cultura, de 5 de octubre de 1982, por la que se desestimó
expresamente el recurso de reposición últimamente citad" ,(r,f)1ifi­
cación en la que se hacía constar que contra la misma p_"uj na
interponerse, dentro del plazo de dos meses, recurso contcnuoso-
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administrativo ante la Sala correspondiente de la Audiencia Terri­
torial de Madrid o de Barcelona, a su elección), el señor Ruiz
Molína entendió que el Tribunal competente para conocer del

. asunto era la Sala de la Audiencia Nacional y a ésta solicitó. con
fecha 19 de octubre siguiente. la ampliación del recurso inicialmen·
te interpuesto a la última resolución indicada. En dicha solicitud se
planteó, a la Sala, segun el recurrente, una cuestión de compelencJa
que la misma debía de resolvrr. bien aceptando la propia compc­
tencia. bien rechazándola y remitiendo entonces las actuaciones a
la Sala correspondiente de la Audiencia Territorial, para que.
conforme a lo dispuesto en el articulo 8.3, de la Ley Jurisdiccional.
siguiera ante ella el curso de 103 autos. La Sala de la Audiencia
acordó la ampliación solicitada mediante providencia de 15 de
noviembre de 1982.

e) Por Sentencia de 20 de enero de 1984, la Sala de la
Audiencia Nacional declaró inadmisible el recurso. por entender
Que era incompetente para resolverlo, habida cuenta de que las
resoluciones impugnadas, expresas y presunt!'s, habían sido dicta­
das y eran imputables, respectivamente. al Subssecretario del
Ministerio de Cultura, es decir. 8 un órgano de nivel inferior al
Ministro, circunstancia ésta determinante de la competencia de las
AudIencias Territoriales.

Tercero.-La fundamentación en derecho de la demanda de
amparo puede resumirse como sigue:

a) Entiende el recurrente que la Sentenci¡¡ impugnada ha
violado los derechos fundamentales reconocidos-en los arts. 24 y 14
de la Constitución, en la medida en que le ha privado. respectiva­
mente de su derecho al Tribunal de Justicia predeterminado por la
Ley y a obtener la tutela judicial efectiva, así como de su derecho
a la igualdad, toda vez que otras Sentencias de la misma Sala han
admitido, e incluso estimado, otros recursos, reconociendo a los
demandantes (de la misma condición y circunstancia funcionaria­
les que él) el mismo dere<;:ho que reclamó y del que se vio privado.

b) Por lo Que respecta al primero de los preceptos constitucio­
nales invocados, el demandante, tras citar el a11. 8.2 y 3 de la Ley
Jurisdiccional y señalar que cuando se interpone ante una Sala de
lo Contencioso-Administrativo un recurso que por su --materia es
competencia de otra, viene siendo habitual Que la Sala incompeten·
te remita las actuaciones a la comp¡:tente, afirma que, en caso de
considerarse incompetente, la Sala de la Audiencia Nacional debió
de remitir las actuaciones a la Sala competente de la Audiencia
Territorial. Al no hacer esto, y sí concederla ampliación solicitad3~

admitiendo implicitamente su competencia, pero dictando luego
Sentencia declarando la inadmisibilidad del recurso por incompe­
tencia, ha privado al ah,ora solicitante de amparo de los derecho~

antes mencionados, reconocidos en el art. 24 de la norma funda~
mental.

c) En lo relativo al segundo de los preceptos constitucionales
invocados, el recurrente manifiesta que la propia Sala de la
Audiencia Nacional, ha admitIdo y estimado los recursos numero~

14.398 y 14.431 promovidos, respectivamente, por otros militares
también en la situación de (cservicios civiles» y que formularon
idéntica pretensión, impugnando también estos recurrentes resolu~

ciones dictadas por el Subsecretrio de un Departamento ministerial
(el de Interior, en estos casos). Dice a este respecto el demandante
que no cabe urgüir que en estos últimos recursos la resolución
'impugnada fue dictada por el Subsecretario en el ejercicio de
facultades delegadas por el Mmistro y que, en cambio, en el caso
que ahora se considera no ocurrió así, puesto que, siendo la matena
objeto de debate la misma, también debió serlo la competencia
para resolver el asunto planteado.

Cuarto.-Por providencia de 21 de marzo de 1984, la Sección
Tercera acordó admitir a tramite la demanda de amparo y reclamar
de la Audiencia Nacional la remisión de las actuaciones c:orrespon­
dientes, así como el emplazamiento de las partes. Por la mIsma
providencia se requirió, igualmente~· del Ministerio de Cultura la
remisión de las actuaciones del expediente tramitado a instancia
del recurrente.

Quinto.-Recibidas las actuaciones requeridas, la Sección, por
providencia de 30 de mayo, acordó dar vista de las mimas a las
partes y al Ministerio Fiscal. concediendo un plazo· de veinte días
para la formulación de las,_alegaciones.

Sexto.-En su escrito de 18 de junio, la representaión del
demandante de amparo se ratificó en su totalidad en lo manifesta·
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do el de demanda, reiterando su solicitud de· que se dictase
Sentencia en los termines entonces demandados.

Séptimo.-EI mismo día 18 evacuó sus alegaciones el Ministerio
Fiscal. Se afirma en éstas. en primer lugar, Que respecto de la
alegada vulneración del derecho a la igualdad, el recurrente no ha
satistecho el requisito procesal dispuesto en el arto 44.l.a) de la
LOTe toda vez que la sentencia impugnada era recurrible. por este
mismo motivo, a través del recurso de reVIsión previsto. para lo
que aquí interesa. en el ano 102.I.b) de la Ley Jurisdiccional. Este
defecto en la interposición de la demanda Ikvaría. pues, a su
desestimación por inadmisibilidad del recurso. En cuanto a la
pretendida conculcación del derecho al Juez ordinario, dice el
Ministerio Fiscal que se trata de una queja carente de dimensión
constitucionaL según doctrina del propio Tribunal Constitucional.
Por 10 demas. la doctrina establecida por la Sala sería irreprochable
de acu~rdo con las normas reguladoras de la competencia en el
ord~~n contencioso-administrativo. normas éstas que le correspon­
día conocer al recurrente. máxime tras de la expresa indicación al
efel'to de la R~solución de la Subsecretaria del Ministerio de
Cultura, del 5 de octubre, Por ultimo, si bien es cierto que las Salas
de lo COnlencioso-Administrativo pueden apreciar de oficio su
competencia, no lo es menos que se trata, en este caso, no de un
(~dcbef)}. sino de una «facultacb), sin que nada impida al Tribunal,
en ejercicio de la expresa previsión del arto 82.a) de la Ley
Jurisdiccional, reconocerse incompetente en Sentencia en la que se
disponga. por lo mismo, la inadmisibilidad del recurso. Por todo
ello solictta el Mir*terio Fiscal la desestimación· del presente
recurso de amparo.

Octavo.-Por escrito de 26 de junio formuló sus alegaciones el
Abogado del Estado, pudiendo las mismas resumirse del modo que
sigue: .

a) Comienza por advertir el Abogado del Estado que el
recurrente ha incumplido la exigencia dispuesta en el arto 44.l.a) de
la LOTe. pu~sto que no interpuso contra la Sentencia que ataca el
recurso extraordfhario de revisión. recurso posible en este caso y a
tcaves del que se podría tIaber alcanzado la reparación de la lesión
aducida. En todo caso, esta ultima seria inexistente, no dándose la
identidad afirmada por el actor entre la sentencia que recurre y las
que cita como término de referencia. ya que en estas últimas se
enjuician Resoluciones del Subsecretario del Ministerio del Inte­
rior, dictadas de modo expreso en el ejercicio de facultades
delegadas. circunstancia que no se dio en el presente caso. Citaudo
jurisprudencia del Tribunal Constitucional, afirma el Abogado del
Estado que. aun reconociendo que la Sala de la Audiencia Nacional
hubiera fallado en este caso de modo distinto a otro, no por ello
habria de entenderse producida una violación del arto 14 de la
Constitución. porque. al mar$en de la posible utilización del
recurso extraordinario de reviSión, tales modificaciones son posi­
bles en merito mismo de la evolución de la doctrina jurispruden­
cia!.

b) Tampoco viola la Sentencia impugnada el arto 24 de la
Constitución porque. según también eIoctrina del Tribunal Consti­
tucionaL este precepto no resulta conculcado cuando se obtiene por
la pane, corno aquí ocurrió. una resolución fundada en derecho,
decisión que puede ser de inadmisión cuando asi proceda. No
puede entrar el Tnbunal Constitucional a fiscalizar la interpreta­
ción al efecto realizada por el Tribunal a qua cuando té\l fundamen­
tación exista. siendo claro, por lo demás, Que en el orden
conh·nClOso-aC1mIOlstratIVo. la senalada declaraCión de incompe­
tencia puede adoptarse por el juzgador no sólo en el trámite de
admisión, sino también en el de alegaciones previas o, como aquí
ocurrió. en el momento mismo de dictarse Sentencia.

c) Considera el Abogado del Estado. en otro orden de irleas,
que nunca podrá considerarse vulnerado el derecho a la tutela
Judicial efectiva cuando, como en este caso, fue el propio interesado
quien. al insistir en su criterio acerca de la competencia de un
órgano judicial, provocó la decisión judicial que ahora combate. El
recurrente mostró falta de dIligencia al no seguir las indicaci'ones
que al efecto se le hicieron en la resolución de 5 de octubre de 1982.
remitiendole. caso de que ejercitase su derecho al recurso. a las
AudlenClas Territoriales de Madnd o de Barcelona a su elección.

Por lo expuesto. solicita el Abogado del Estado la dcm'gación
del amparo.

1\o....eno.-En providencia d.e 17 de octubre, la Sala Segunda tuvo
por formuladas las alegaciones resumidas, senalando para delibera­
ción y votación del recurso el dia 12 de dic-iembre.

Oéclmo.-En nueva providencia, dictada el 19 de diciembre. la
misma Saja, haciendo uso de lo dispuesto en el arto 84 de la LOTe,
acordó oir a las partes. en el plazo común de diez días y con
suspensión del de dictar Sentencia, a fin de que manifestasen lo que
esllmaren procedente sobre la posible fundamentación de la
decisión del recurso en la incompatibilidad del arto 82.a) de, la
LJC.-\ cun el arto 24.1 de la Com,titución.

Undecimo.-El 3 de enero 1985 formuló sus alegacloens la
representación actora, afirmando la mantfiesta IOcompaubllldad
del citado arto 82.a) con el arto 24.1 de la Constitución en la medida
en que aquel precepto contradice el derecho a la tutela efectiva por
parte de Jueces y Tribunales, así como el derecho al Juez
predeterminado por la Ley en un proceso dotado d~ todas las
garantías. '

Duodécimo.-Con fecha 8 de enero formuló el Ministerio Fiscal
sus alegaciones, que pueden resumirse así:

a) Es preciso recordar, ante todo, la dóctrina del Tribunal
Constitucional acerca de la derogación de normas preconstituciona­
les por incompatibilidad con la Constitución misma. De esta
doctrinase desprenden tres conclusiones: En primer lugar, que han
de apurarse todas las posibilidades de interpretar la norma precons­
titucional en modo conforme con la Constitución. constatándosc su
derogación sólo cuando tal conciliación sea imposible; en segundo
lugar, que el juicio de derogación ha de hacerse desde la óptica del •
caso planteado, limitándose a lo que éste exija; por ultimo, que las
causas de inadmisiqn en la Ley Jurisdiccional no pueden entender-
se contrarias a la Constitución, siempre que no afecten al contenido
esencial de los derechos fundamentales.

b) El arto 82.3) de esta Ley no es otra cosa que una consecuen­
cia, si bien tardía, de la improrrogabilidad de la jurisdicción
contencioso-administrativa. rasgo éste que no se da en otros
órdenes jurisdiccionales. Sobre esta base, la inconstitucionalidad de
esta disposición sólo podria apreciarse en el caso de que, inadmiti·
da la demanda en Sentencia. tal inadmisión deviniera realmente
desestimación de la p¡¡etensión, al no poder el actor replantearla
ante el Tribunal competente, llegándose así, a una auténtica
denegación de justicia. Ahora. bien. de la Ley Jurisdiccional no se
desprende necesariamente que el interesado no pueda reproducir su
demanda en estos casos, si bien se ha de reconocer que declarar la
incompetencia en el momento postrero de la Sentencia origina
dificultades que se hubieran evitado si se hubiera hecho con
anterioridad, remitiendo las actuaciones al órgano competente. A
esteTespecto es de considerar la doctrina del Tribunal Supremo en
diversas Sentencias en las que, anulando decisiones de inadmisión
por incompetencia ex arto 82.a). se ordena la retroacción del
proceso al momento anterior al fallo para que se dicte auto de
incompetencia. remitiéndose lo actuado al Tribunal competente.
Con todo. si bien una terminación del proceso conforme al artículo
82.a) origina las dlficultades señaladas, no parece que éstas consti­
tuyan una verdadera Indefensión ni que, por lo mismo, lleven a
considerar la derogación del precepto.

c) Lo anterior habria de completarse con dos observaciones
más. Es la primera que, en el presente caso, la situación en la que
el recurrente ha terminado encontrándose se debió a su propia
inhabilidad. De otra parte, estableciendo el arto 81.1 de la Ley
Jurisdiccional que la Sentencia puede ser de inadmisión, ha de .
observarse que las causas que determinan ésta, si no advertidas con
anterioridad, no devienen por ello causas de desestimación del
recurso, como ocurre en otros ámbitos jurisdiccionales, lo que
llevarla al posible replanteamiento del recurso ante el Tribunal
competente.

d) Asi. si la Audiencia Territorial hubiera de admitir en este
caso dicho replanteamiento no cabria hablar de indefensión. Para
posibilidar dJcho nuevo examen habría de entenderse interrumpido
el plazo de caducidad que establece el art. 58 de la Ley Jurisdiccio­
nal con la interposición de la demanda inicial. Si este replantea­
miento de la demanda resultara inadmitido, la indefensión habria
de imputarse no ya al precepto cuestionado, sino al rechazo mismo
de la acción por parte del órgano competente. Por otra parte, si en
el caso presente hubiera ya transcurrido el plazo dispuesto por el
citado arto 58....contado desde la Sentencia de inadmisión, bien
podria el Tribunal Constitucmal (análogamente a como lo hizo en
el auto 152jl983), prescribir que dicho plazo se contase sólo desde
la notificación de su propia Sentencia.

Concluyendo sus alegaciones, señala el ~'1inisterio Fiscal que el
artículo 82.a) de la UCA no e'i, en sí mismo, opuesto al arto 24.1
de la Constitución, pudiéndose, sin grandes esfuerzos. conciliar el
fallo de inadmisión dit.:tacto en su virtud con el derecho a la tutela
judicial. La indefensión sólo estaría, en su caso, en el rechazo por
la Audiencia Territorial del replanteamiento de la pretensión. Todo
ello. en fin, sin olvidar que, en el caso presente, la l invocada
indefensión es producto de los propios errores del recurrente.

Decimotercero.-El 7 de enero, el Abogado del Estado fonnuló
alegaciones que, resumidas, pueden exponerse en los ténninos
siguientes: ,

a) Comienza el Abogado del Estado aludiendo a la ·doctrina
sentada por el Tribunal respecto de la apreciación de la derogación.
por obra"de la Constitución. de disposiciones de Ley. doctrina que
subraya la necesidad de procurar una interpretación conforme a la
Constitucion antes de llegar a aquella conclusión y que, en otro
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orden de ideas. admite sólo tal constatación de la incompatibilidad
entre Constitución y Ley preconstitucional cuando ello sea necesa­
rio para la resolución' del recurso de amparo. Pues bien. en el
presente caso, y de acuerdo con las alegaciones ya formuladas.
podría llegarse a la desestimación del recurso por TalOnes de fondo
y sin necesidad de considerar el aludido problema de derogación.
Kenera, a51. el Abogado del estado que el recurrente pudo
promover, en su día, recurso de revisión, sin perjuicio de su deber
inicial de deducir el pertinente recurso contencioso ante la Sala
designada en el acto administrativo impugnado. La queja por el
empleo del arto 82.a) de la LJCA olVida que lo que establece el
aniculo 8.3 de la misma Ley no es una imposición al Tribunal. sino
una facultad de éste y supone, además, desconocer la propia
doctrina del Tribunal Constitucional sobre la compatibilidad de las
Sentencias de inadmisión con el derecho a la tutela judicial
efectiva.

b) A mayor abundamiento, ha de reiterarse que. de conformi~
dad también con la doctrina del Tribunal Constitw::ional. el
administrado debe hacer valer sus pretensiones ante quien proceda
y como corresponda, de acuerdo con el ordenamiento jurídico, lo
que no se hizo en este caso, en el que la solicitud de amparo es
consecuencia, no de la regulación contenida en el ano 82.a) de la
LJCA, sino de la propia actividad del recurrente, carente de la
necesaria diligencia. Por todo ello, no cabe considerar ahora
vulnerado el derecho a la tutela judicial por el artículo referido.
Entender lo contrario -termina señalando el Abogado del Estado­
implicarla, en el presente caso, un premio a la contumacia y a la
negligencia de los administrados.

Decimocuarto.-Por providencia dictada el 16 de enero, la
Sección Tercera de la Sala Segunda acordó tener por formuladas las
ale~ciones anteriores, señalando para la continuación de la delibe­
ración y votación del recurso el día 30 de enero, quedando
concluida el 13 de febrero.

1I. FUNDAMENTOS JURIDICOS
Pri.mero,-Antes de entrar en el análisis del presenle recurso, y

antes meluso de considerar la excepción que tanto el Abogado del
Estado como el Ministerio Fiscal oponen a su admisión, es
indispensable delimitar con precisión cual es la pretensión que en
él se deduce, pues, aunque la demanda es clara en sus términos
literales, e irreprochable por tanto desde el punto de vista de la
exigencia que impone el artÍCulo 49 LOTC, adolece de, una cierta
contradicción interna que, de no ser eliminada, puede inducir
fácilmente a error.

La demanda imputa, en efecto, a la Sentencia impugnada la
violación de tres distintos derechos fundamentales: dos de ellos (el
derecho a la tuteia judicial efectiva y el derecho al Juez ordinar'io
predeterminado por la Ley) garantizados por el ano 24 C.E. )' el
tercero (el derecho a la igualdad ante la Ley, sin sufrir discrimina~

ción) por el ano 14 de la misma Ley fundamental. La petición que
para remediar tales presuntas vulneraciones se nos hace es, sin
embargo, la de que declaremos la obligación de la Audiencia
nacional de determinar, ames de dictar Sentencia en el recurso
contencioso-administrativo número 23004, cual es el órgano com~

petente para conocer del mismo y, en consecuencia, o bien a
pronunciarse ella misma en la subsiguiente Sentencia sobre el
fondo, o bien, si considera que la competencia es de la Audiencia
Terntorlal, a remitir a ésta los autos, para que mediante Sentencia
resuelva la cuestión planteada.

Un somero análisis basta para evidenciar que esta petición no
es c:ongruente ":li con la alegada violación del principio o derecho
de Igualdad, DI con la supuesta vulneración del derecho al Juez
ordinario pre~eterminadopor la Ley, infracciones ambas que, en la
causa petend¡ aparecen como estrechamente conexas entre si. Es,
claro, en efeclO, que si fuera el restablecimiento en estos derechos
fundamentales lo pretendido por el recurrente, no tendría sentido
alguno que pidiese de nosotros una declaración que obligase a la
Audiencia NaCIOnal a determinar por sí, antes de dictar Sentencia,
cual es el órgano competente y, menos aún, a remitir las actuacio~
nes a la Audiencia Tenitorial si entendiese que es de ésta la
compe~te~ci.a. la .alegación de que la Sentencia impugnada infrin­
ge.el pnnclplO de Igualdad y el derecho al Juez ordmario predeter~
mmado por la Ley, pane, como premisa necesaria, del supuesto de
que el órgano competente para conocer sobre el fondo del recurso
contencicso~administrativo intentad~ por el señor Ruiz Malina es
precisamente la Audiencia Nacional y esta premisa queda destruida
por el propio recurrente al incorporar a su demanda, como fórmula
efi~~ para el restablecimiento de su derecho, la petición de que la
declSlon sobre el fondo de la contienda contencioso-administrativa
sea remitida por la Audiencia Nacional a la Territorial, pues al
conocer ésta de su recurso, se estará substrayendo este conocimien­
to al órgano que él juzga ser el Juez ordinario predeterminado por
la Ley para este asunto y se le estará dispensando un trato distinto
al que, según él afirma, se ha dispensado a otros ciudadanos en
idénticas circunstancias.

Al poner de relieve esta contradicción interna de la demanda se
hace patente. pues, que de los distimos argumentos que en ella se
aducen. el único que es congruente con la petición que se hace y el
único que. por consiguiente, puede ser considerado como funda­
mento de ella. es el de que, al dL'darar su falta de competencia en
I~ S.entencia )' no, antes de cl1a, mediante Auto, la Audi('ncia
NaCIOnal ha VIOlado el derecho fundamental del recurrente a recibir
«la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales en el ejercicio de sus
derechos e int~~eses legítimos ...» (art. 24.1 C.E.). Los re!>lanles
argumentos uuhzados en la demanda para intentar reforzar la
prNensión pasan así a un segundo plano que~ si no dispensa \u
análisis, condiciona enérgicamente la eficacia, 18oto favorahle
como desfavorable, que los resultados de éste puedan tcnlf
respecto de la pretensión del actor.

Segundo.-Una vez depurada la pretensión deducida es p~eCl<'O

examinar y resolver la excepción de inadmisibilidad opuesta ta,.to
por el Abogado del Estado como por el Ministerio Fiscal, quienes
consideran que al no haber intentado el señor Ruiz Molina el
recurso de revisión ante el Tribunal Supremo antes de venir ante
nosotros en demanda de amparo, ha incumplido el requisito que
establece el ano 44.l.a) LOTe la causa de inadmisión que de ello
resulta debería operar en este trámite cómo motivo de desestima­
ción.

La simple aplicación de la doctrina expuesta en nuestra Semen­
cia 61/1983. de II de julio, que el Abogado del Estado cita en
apoyo de su alegato, bastaría para rechazarlo, pues en este recurso.
como en el que aquella Sentencia resolvió. la violación del an, 14
C.E. no es la única vulneración de derechos protegidos por el
amparo constitucional que se dice producida y, en consecuencia. no
cabe considerar el recurso de revisión fundamentado en el moti\o
que señala el art. 102.b) de la Ley de la Jurisdicción Conlencioso- .
Administrativa, como vía adecuada para remediar la lesión qu~ el
recurrente afirma haber sufrido. y, por tanto, tampoco como
recurso utilizable y necesario para cumplir con el requisl10 impues­
to por el anículo 44.l.a) de la LOTe.

A este argumento. que por sí mismo basta para desechar la
excepción cabe agregar otros dos que conducen a identico resulta­
do. El primero de ellos es una simple derivación del análisis
efectuado en el punto anterior, pues si la concesión de lo que en la
demanda de amparo se nos pide no requiere que se dé al recurrente
un trato igual al recibido por los otros funcionarios que él
iJentifica, es evide!J,te que la búsqueda de una restauración d~ la
igualdad supuestamente perdida no es un camino obligado para
conseguir lo que se pretende, y. por tanto. tampoco un rcquisno
que haya de satisfacerse antes de acudir ante este Tribunal en
demanda de amparo. En segundo lugar, además, conviene precisar
que ni siquiera en todos aquellos supuestos en los que se aduce.
como único titulo de la petición de amparo. la vulneración del arto
14 C.E. y la petición que se hace es congruente con este titulo será
requisito necesario, impuesto por el arto 44.I.c) LOTe acudir
previamente al recurso de revisión, pues este recurso, cuando se
formula con apoyo en el motivo expuesto en el apanado b) del arto
102 UCA, no lleva necesariamente a casar la Sentencia frente a la
que se formula, si se la considera fundada en derecho. y no perniiH'
casar tampoco, claro está, aquellas otras Sentencias firmes que
sirven como término de comparación, pero que no son objeto del
recurso.

Tercero.-EI recurrente imputa a la Sentencia de la Sala de lo
ContenCIOso-Administrativo de la Audiencia Nacional un quebran­
tamiento de su derecho fundamental al Juez ordinario predetermi­
nado por la Ley (art. 24.2 de la C.E.) yana ser discriminado (art.
14 de la misma norma fundamental). Ya antes hemos señalado la
irrelevancia, para el proceso de amparo constitucional de esta~

supuestas mfracciones. Aunque bastaría con ello para prescindIr en
nuestro razonamiento de esos alegatos. parece conveniente añadIr
algunas puntualizaciones. Hay Que añadir así, en lo que toca al
derecho reconocido en el primer inciso del ano 24.1. que la
Sentt?ncia recurrida no pudo violar este precepto. pues motivó
s~ficlentementesu resolución de inadmislón por falta de com;Je1.en­
cla y las reglas que rigen ésta han de ser interpretadas por los Jueces
y Tribunales integrados en la jurisdicción ordinaria. sin que
corresponda a este Tribunal «entrar a analizar si la causa de
inadmisión apreciada por el Tribunal ordinario se dio o no en el
proceso correspondiente» (Sentencia de JI de octubre de 1982. Sala
Segunda, fundamento jurídico primero). Cosa bien distinta es que.
aun sin que ello implique violación del derecho al juez ordinario
predeterminado por la Ley, el cambio de criterio de la Audiencia
Nacional respecto de su propia competencia puede significar una
violación de la igualdad ante la Ley v, por tanto, una discrimina­
ción. Es necesario advertir, sin embargo, que para que tal ocurra no
basta con demostrar que a dos supuestos idénticos se han atribuido
consecuencias jurídicas distintas, sino también que esa diferencia
en la aplicación de la norma esta motivada por un propósito
discriminatorio y no es resultado, simplemente, de una más exacta
comprensión de los preceptos legales. Aunque la existencia de
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algunos elementos diferenciales relevantes entre las comunicacio­
nes enviadas al recurrente por el Subsecretario del Ministerio de
Cultura y las remitidas a funcionarios de su propio Ministerio por
el Ministerio del Interior no puede ser pasada por alto al resolver
sobre la existencia o inexistencia de igualdad entre los supuestos de
hecho que se intenta comparar, tampoco. aunque existiera esa
igualdad. seria necesariamente discriminatoria la diferencia de
trato, si la interpretación y aplicación Que ahora se hace de la
norma resulta correcta. La más clara demostración de que es
razonable entenderlo así y de que por tanto la supuesta discrimina­
ción no ha existido nos la ofrece el propio recurrente al proponer
en su demanda, como petitum de ella, una fórmula que, de ser
acogida en nuestra Sentencia, preservarla la diferencia que denun­
cia.

Cuano.-L1egados a este punto, es claro que la primera cuestión
que hemos de resolver para decidir sobre la concesión o denegación
del amparo que se nos pide es la de si al declarar en la Sent~ncia

su propia incompetencla para conocer d;el rec~rso conten~losi?""
administrativo deducido por el señor RUlz Malina, la AudlenCla
Nacional ha infringido o no el derecho de este ciudadano a una
tutela judicial efectiva. Para situar adecudamente la cuestión y
despejar. al tiempo, las dudas que el Ministerio Fiscal y el Abogado
del Estado abrigan sobre la responsabilidad Que el propio recurren­
te pudo tener en el sentido de la decisión judicial, ~ornenzaremos
por resumir aquí de nuevo y desde el punto de Vista que ahora
interesa. el desarrollo de las actuaciones que llevaron a ella.

La Sentencia recurrida puso término a un proceso en el que el
actor. aun manteniendo una pretensión unitaria, fue ampliando su
objeto a medida que iban recayendo resoluciones sobre aquélla en
vía administrativa. Así, el recurso inicial. contra el acto presunto
del Ministro de Cultura fue ampliado, por providencia de 9 de julio
de 1982. extendiéndolo a la impugnación de la resolución d~sesti­

matoria del 16 de abril, dictada por la Subsecretaria del Ministerio
de Cultura, y la misma denegación, por silencio, deJ recurso de
reposición que contra ésta se interpuso. También, y posteriormen­
te, el demandante de amparo solicitó de la Sala de la Audiencia
Nacional que el mismo recurso se ampliase a la resolución del 5 de
octubre del mismo año, acto éste que desestimó de modo expreso
la reposición frente a cuya denegación presunta ya se había
ampliado el recurso contencioso. Hasta el momento en que se le
notificó esta última Resolución, el actor había dIrigido todas sus
actuaciones administrativas -solicitudes y recursos- al Ministro de
Cultura. por entender que era éste el competente en unos casos y
en otros. Incluso cuando se interpuso el recurso contencioso, fue
contra un acto presunto del Ministro contra el que la acción se
dirigió, en la interpretación que el recurrente hizo entonces de las
reglas de competencia en el orden contencioso~adrriinistrativo. Y
este mismo entendimiento hizQ también que el actor, una vez
admitido el recurso por la Sala, solicitara y consiguiera la amplia­
ción del mismo. atacando la Resolución de 16 de abril firmada por
el Subsecretario del Ministerio, pero que el recurrente creyó
imputable directamente al Ministro, segun las reglas de la delega­
ción de facultades administrativas. Todas estas actuaciones admi­
nistrativas y judiciales del actor pudieron ser erróneas -y ello no
debe discutirse aquí ahora-, pero lo cierto es que, equivocadas o
no. no impidieron que su recurso ante la jurisdicción fuese
admitido a trámite y posteriormente ampliado, en dos ocasiones
sucesivas. Tan sólo la citada Resolución de 5 de octubre alumbraba
una IOterpretación distinta a la del actor, pues en ella se le
informaba de la posibilidad de recurrir frente a la misma «ante la
Sala correspondiente de la Audiencia Territorial de Madrid o de
Barcelona, a su eleccióID~, con expresa cita de los preceptos
correspondientes de la Ley jurisdiccional. Por contradecir esta
indicación su conducta procesal anterior -y el estado mismc del
proceso ya admitido- el recurrente se dirigió a la Sala de la
Audiencia Nacional, solicitando", una vez mas, ampliación de su
recurso. pero indicando también expresamente la definición de
c:ompetencias que había hecho dicha Resolución de 5 de octubre y
su discrepancia con elit3 interpretación. Esta solicitud de amplia­
ción fue resuelta positivamente por providencia de 15 de noviem·
bre y con ella también,' implícitamente, la duda competencial
formulada por la parte.

Tras esta serie de ampliaciones admitidas y acogiendo las
alegaciones formuladas por el Abogado del Estado en trámite de
contestación a la demanda, la Sala cerró el presente proceso
Mediante una Sentencia en la que, declarándose incompetente,
inadmitía el recurso definitivamente y ponía definitivamente
termino al proceso. El actor aduce que este modo de decidir la
propia incompetencia por la Sala le deparó indefensión porque, tras
de la Sentencia, no resultó ya posible corregir el defecto en el
planteamiento de su recurso, lo que sí se hubiera logrado si por la
Sala misma se hubiera' apreciado este eITor cuando el propio
recurrente suscitó el problema competencial, al solicitar la segunda
ampliación del recurso, estimada por la senalada pro ....idencia del
15 de noviembre.

Cabe afirmar a la vista de estos hechos que si bien el recurrente
pudo haber incurrido en un error (que pudo tambi~n haber sido
apreciado de oficio por la Sala, con las consecuenCIas procesales
correspondientes) no actuó sin la debida diligencia. Antes bien,
desde el momento en que apreció contradicción entre la indicación
competencial de la citada Resolución y su propia actuación
administrativa y procesal, así se lo hizo saber·a la Sala, mostrando
sus propios argumentos en favor de la competencia de la Audiencia
Nadonal. Tras de la providencia que resolvió positivamente la
solicitud de ampliación en que tales argumentos se ofrecieron, no
es posible desconocer que el recurrente tenía ya una presunción
razonable de que el Tribunal había reconocido su propia competen­
cia, no obstante las contrarias indicaciones de la Administración,
presunción que restaba ya todo posible sentido a cualquier plantea­
miento de su recurso ante la Audiencia Territorial.

En esa situación es en la que la Audiencia Nacional, sin hacer
uso de las posibilidades que la UCA le ofrece para encauzar la
continuación de las actuaciones ante el órgano competente, decidió
simplemente ponerle término mediante una Sentencia fundada
sólo en su propia incompetencia y en la que. por tanto, se elude el
pronunciamiento sobre el fondo de la cuestión debatida

Es dificil no concordar con el Ministerio Fiscal en el juicio de
que una decisión de esta forma. por ajustado a derecho que sea su
contenido, constituye, por lo menos. una dificultad grave para
obtener una tutela judicial efectiva. El Ministerio Fiscal no cree, sin
embargo, Que esa dificultad constituya por sí sóla infracción del
derecho garantizado en el arto 24,1 CE,. que sólo se produciría si
al intentar de nuevo un recurso contencioso-administrativo para
impugnar de nuevo la misma resolución administrativa, el señor
Ruiz Malina no lograra tampoco su admisión por haber transcurri­
do en exceso los plazos que el arto 58 UCA marca, riesgo que
podemos eyitar nosotros desde ahora, pien~ el Mi~isterio Fi~aJ,
disponiendo que esos plazos hayan de conSiderarse mterrumpIdos
con la interposición del recurso ante la Audiencia Nacional y, si
necesario fuera, contados sólo a partir de la fecha de nuestra propia
Sentencia.

No hay necesidad alguna de recurrir a este expediente. que exige
forzar más allá de lo tolerable la letra de Jos preceptos y cuya
articulación con una solución denegatoria del amparo no es
fácilmente perceptible, si se entendiera que esta dificultad implica
una infracción del derecho a la tutela judicial efectiva porque la
decisión de la Audiencia Nacional declarando su propia falta de
competencia pudo ser adoptada de forma que tal dificultad no se
originara, pues es claro que si el obstáculo pudo ser evitado, el
artículo 24.1 de la Constitución exigía que lo fuera.

Ninguno de los comparecidos en el presente recurso ha negado
la posibilidad de que la decisión de incompetencia pudiera ser
adoptada de forma que las actuaciones del recurso contenciosa...
administrativo se continuaran. Las Salas de lo Contencioso­
Administrativo deben declarar su falta de competencia cuando ésta
les conste de modo claro e inequívoco (art. 62 VeA), o al resolver
el trámite de alegaciones previas (arts. 71 y 73.1 VeA), pero
siempre que lo hicieren con anterioridad a la Sentencia (y no hay
en la UCA limitación de momento alguno, de manera que también
después de contestada la demanda puede obrarse así) remitirán las
actuaciones a la Sala competente «para que siga ante ella el curso
de los Autos~ (art. 8.3 UCA). al no haber hecho uso de esta
posibilidad, la Aduiencia Nacional ha obstaculizado innecesaria­
mente el ejercicio de un derecho constitucionalmente garantizado
v, en consecuencia, lo ha lesionado.
. Al obrar así, sin embargo, la Audiencia Nacional se ha limitado
a aplicar un precepto, el arto 82.a) de la VCA, cuyo tenor literal no
ofrece du<:1~ al~una pues en él se precisa ~ue la Set:Jt~ncia .declarará
la inadnllslbihdad del recurso contencIoso-admmIstratIvo ... a)
«que se hubiere interpuesto ante TribunaJ que carezca... de compe­
tencia, por corresponder el asunto... a otro órgano de la jurisdicción
Contenciosa...Administrativa». El origen de la lesión, no se encuen­
tra, por tanto, en una decisión contra legem. sino secundum legem;
no en la voluntad del Juez, sino en la letra Je la Ley.

Quinto.-Llegados a este punto, se nos ofrecian ~os vías af$.u·
mentales distintas: De una parte, la de buscar una mterpretaclOn
del arto 82.a) UCA que resultase compatible con la Constitución y
dando siempre por supuesto que toda referencia a dicho artículo ha
de entenderse ceñida a aquella parte del ml~mo que antes cllamos,
es decir, la que establece la posibilidad de declarar en Sentencia la
inadmisión del recurso por incompetencIa del órgano; de otro lado,
la de cuestionar pura y simplemente la constitucionalidad del
precepto. .

Llevados del principio de conservación de la norma exploramos
en primer término la vía interpretativa, en la que otros nos han
precedido.

Un respetable sector doctrinal ha sostenido. en efecto, que la
interpretaciórr más adecuada al espíritu antiformalista de los
preceptos que comentamos obliga a entender que, siempre que ello
sea posible, la declaración de incompetencia ha de hacerse median-
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te Auto, de manera que, utilizando el mecanismo previsto en el
artículo 8.3 UCA, se facilite y acelere el conocimiento del asunto
por el órgano competente, y lo 'que es más: el Tribunal Supremo ha
orientado su actuación, en no pocas ocasiones, de acuerdo con esta
doctrina. Baste citar, entre airas, las Sentencias de la Sala Cuarta
de 12 de noviembre de 1981,9 de febrero de 1984 (que ya expresa
dudas sobre la vigencia del arto 82.a) de la UCA) y de 21 de junio
de 1983, eA la que enérgicamente se niega que el arto 8 UCA
conceda a las Salas una lacultad discrecional para apreciar su
incompetencia en el momento que lo estimen adecuado.

Es evidente, sin embargo, que tal interpretaciórr antiformalista.
por plausible que resulte y aiustada a las exigencias del arto 24.1
C.E., no resulta fácilmente compatible con el tenor literal del arto
82a) UCA, a cuyo imperio está sometido el Juez (art. 117.1 C.E.)
y que, efectivamente,-ha sido aplicado en sus propios terminos en
este caso y en otros muchos por los órganos de la jurisdicción
contencioso-administrativa, poniendo fin al recurso con una Sen­
tencia de inadmisibilidad fundada sólo en su propia incompeten­
cia.

La efectividad del principio de conservación de las normas
como principio inspirador de nuestra doctrina no alcanza, como es
obvio, a ignorar o desfigurar el sentido de enunciados legales
meridianos. En la letra del arto 82.a} no hay apoyo alguno para
entender restringida su aplicación a sólo aquellos supuestos en los
que la declaración de incompetencia "no pudo encauzarse por la vía
del arto 8.3 UCA. Si en cualquier momento, fuera de la Sentencia.
cabe declarar la propia falta de competenda y remitir las actuacio­
nes al órgano competente, sólo la "decisión de dictar Sentencia de
inadmisiónimpide obrar así, de tal modo que las vías del arto 8.3
y 82.a) no se ofrecen en la UCA como vías complementarias, sino
alternativas. En cuanto que el uso de la segunda impide u
obstaculiza gravemente la tutela judicial efectiva (y la efectividad
conlleva, como es evidente, la necesidad de que se resuelva la
cuestión de fondo, siempre que procesalmente ello sea posible, su
existencia y la de la alternativa misma no es compatible con la
Constitución. •

No habiéndose debatido en el recurso este aspecto. de la
cuestión, mediante nuestra providencia del pasado 19 de diciembre
la sometimos a la consideración de las "panes con los resultados que
en los antecedentes se recogen. Del análisis de este debate suscitado
por nosotros nos ocupamos en el punto siguiente, como último
estadio en el proceso de nuestra decisión.

Sexto.-Apane la relteración de consideraciones ya hechas en sus
anteriores escritos sobre la inadecuada conducta procesal del
recurrente, tanto el Abogado del Estado como el Ministerio Fiscal
arguyen que no resul~ contrario a la ConstItución el arto 82 UCA
porque es posible una interpretación del mismo compatible con
ella, porque el dafto que de su aplicación se sigue no conduce
necesariamente a la indefensión y, por último, porque hasta el
presente, este Tribunal ha considerado que las decisiones de
madmisi6n fundadas en derecho no eran contrarias al derecho
constitucionalmente ga-rantizado a la tutela judicial efectiva.

Como ya en anteriores puntos de esta fundamentación hemos
expresado nuestro juicio sobre la corrección procesal de la conducta
del señor Ruiz Mollna, sobre la imposibilidad de una reinterpreta­
ción del arto 82.8) UCA y sobre.el carácter lesivo del obstáculo a
la Sentencia sobre el fondo que su aplicación implica, nos resta
hacer sólo alguna consideración sobre el último de los argumentos
mencionados.

Es cieno, en efecto, que reiteradamente ha afirmado este
Tribunal que el derecho a la tutela judicial efectiva se satisface con
una decisión fund,ada en derecho, Que puede ser de inadmisión. Ese
pronunciamiento, que firmemente mantenemos, no impide (ni de
hecho, ha impedido en muchas ocasiones), sin embargo, que el
Tribunal examine la conformidad con la Constitución de las
normas en las que la decisión de inadmisión se apoya. pues, como
es obvio, en modo alguno podría entenderse que da satisfacción
plena al derecho de acción «oue la Constitución garantiza a todos.
uti cives, un sistema Que estableciese condiciones de admisión
artificiales o arbitrarias por no responder a ninguna finalidad que
el legislador, dentro del marco de la Constitución, puede legítima­
mente perseguir. Reduciéndonos al ámbito del recurso cootencio·
so-administrativo, objeto aquí de nuestras consideraciones, esa
libre facultad de declarar en la Sentencia la inadmisión del recurso
por incompetencia del órgano, no es compatible con el derecho a
un acceso sin obstáculos innecesarios a la tutela judicial efectiva. El
Abogado del Estado sostiene que la eliminaCIón de esa norma
constituirla un premio a la negligencia y contumacia de los
administrados, de donde parece seguirse que la .misma tendría en
cierto modo una finalidad sancionadora. No requiere un examen
muy detenido' de tal argumento para desecharlo, pues ni las
sanciones encubiertas (con las que se impide, además, el ejercicio
de un derecho fundamental) tiene cabida en un Estado de derecho
ni cabe presumir que quien incurre en un error procesal obra asi
por negligencia'o. contumacia. Normalmente quien acude al recurso

contencioso-administrativo intenta eliminar con la mayor rapidez
posible del mundo del derecho W1 acto del poder que considera
antijurídico. Si yerra al dirigirse al órgano competente, su errO!
<!largará ínevitablemente el tiempo necesario para que el Juez
restaure el orden jurídico que él estima violentado y, en consecuen­
cia, si fue neglIgente o contumaz, lo fue contra su interés.

No existiendo, pues, finahdad que justIfique el obstáculo que la
aplicación del arto 82.a UCA crea, dicho precepto ha de considerar­
se lesivo para el derecho de la tutela judicial efectiva y, en
consecuencia, vulneradora de tal derecho la Sentencia que hace uso
de la facultad que ese precepto otorga.

Tratándose de una norma preconstitucional estamos facultados,
como el resto de los órganos judiciale~, para ~onsiderar dero.gado
dicho precepto, lo que hace Jnnecesanoacu~lr al procedlmtento
prevísto en el arto 55.2 de nuestra Ley Orgálllca.

FA L L O

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE J-E CONFIERE LA CONSTITU­
ClON DE LA NAClON ESPANOLA,

Ha decidido:

OtQrgar el amparo que se solicita y, en consecuencia:
l.v Reconocer que el derecho del señor Ruiz Molina a una

tutela judicial efectiva implica el derecho a que la Audiencia
Nacional (Sala de lo Contencioso-Administrativo) se pronuncie
sobre su propia competencia antes de dictar Sentencia.

2.o Anular la Sentencia impugnada.
3.° Retrotraer las actuaciones seguidas en el recurso que

finalizó con dicha Sentenria al momento procesal inmedlatamente
anterior al del seftalamiento para la votación y fallo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 15 de febrero de I 985.-JerÓnimo Arozamena
Sierra.-Francisco Rubio L1orente.-Luis Díez-Picazo.-Francisco
Tomás y Valiente.-Antonio .Truyol Serra.-Francisco Pera Verda­
guer.-Firmados y rubricados.

VOTO PARTICULAR OUE EN EL RECURSO DE A IIPARO
j\'UM. 104/1984 FORMULA EL MAGISTRADO

DON FRANCISCO PERA VERDAGUER

El Magistrado que suscribe, Francisco" Pera Verdaguer, que
mostró oportunamente su discrepancia respecto de la Sentencia
dictada en este recurso constitucional de amparo núm. 104/1984,
deducido por don José María Ruiz Molina, la formaliza mediante
el síguiente voto particular, comprensivo de los razonamientos que
en su sentir deben conducir a la denegación del amparo solicitado.

, En la Sentencia de la que disiente, para evitar la vulneración del
artículo 24 de la C.E., sobre tutela jurisdiccional. y proscripción de
la indefensión, se establece la doctrina según la cual los Tribunales
de lo Contencioso-Administrativo no pueden dictar Sentencias de
inadmisibilidad motivadas por la carencia de competencia, pese a
lo dispuesto en el arto 82.a) de la Ley reguladora de dicha
Jurisdlcclón que se estima derogado. debiendo aquellos Tribunales
en todo caso hacer uso de la posibilidad que brinda el art. 8.(1 de
la misma U, declarando la incompetencia antes de dictar Senten­
cia.

Conforme en que, frente a lo terminante de lo dispuesto en el
citado arto 82.a) de la U, que 'permite, y en su caso obliga, a dictar
Sentencia de inadmisibilidad del recurso contencioso·administI'zti­
vo, cuando se estime por el Tribunal que carece de competencia o
de jurisdicción, no caben interpretaciones de especie alguna, ni
siquiera tendentes a atemperar aquella norma con la exigencia del
texto constitucional incluida en su arto 24. No caben interpretacIO­
nes, porque la posibilidad de utilizar la previsión del a~..8. 0 de la
U eAiste siempre y en tod9 caso, esto es, que c<?n el cntena que se
mantiene en la Sentencia no es imaginable nt un sol0 supuesto
en el que la incompetencia no se haya podid.o declarar antes de
emItirse el fallo; incluso celebrada la vista, o la diligencia de
votación, cabe que el Tribunal se abstenga de dictar Sentencia, y
mediante Auto declare su incompetencia.

Se pretende dispensar al litigante la tutela jurisdiccional que la
C.E. demanda, sin causarle indefensión, y entendemos que, ello
puede lograrse por un cauce diverso al seguido en la SentencIa de
la que se disiente. Porque,-en realidad, hay que observar cuál es el
alcance que debe darse a ese tipo de Sentencias de inadmisibilidad
en lo contencioso-administrativo, alcance que no es otro que el de
limitarse a resolver lo referente a determinados presupuestos
procesales o ciertas circunstancias obstativas, pero dejando siempre
mabordado cuanto afecte a la cuestión de fondo objcto del proceso
contencioso. Quierese decir Que la acción de que se hallc asistido
el demandante permanece viva 1ras una Sentencia de inádmisibili·
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J3d del,crurso motivada -en casas como el actual- por la carencia
de competencia del órgano jucisdiccional ante el que acudió el·
demandanate. de lo que deriva que. acto st'guido. puede acudir ante
el órgano que se haya estimado como competente. y ello. sm
mengua de los derechos de qHe se halle asistido. -

PodCá obietarse que en realidad ello no sera así, porque,
nOlmalmentc. se habrá extinguido el plazo que la misma U
(,0ncede para la' interposición del recurso contencioso-administra·
tle\'o. reparo al que respondemos en el sentid'J de que -paralela­
mente a lo que sucede cuando el aplicado es el arto 8.° de la U­
!al definitivo perjuicio ocaslOnado al demandante se evita sin mas
que interpret<1r (aquí sí cabe una imerpretación) que tras la vtgencia
de la C.E.. y en particular de ,",u art. 24, los Tribunales de lo
Conte'ncioso no pueden entender que se vulnera el precepto sohre
¡1lal.O para acudir ante lo contencioso, cuando es uno de sus
Tnh'-ioalc'i el que en una Sentencia de inadmisibilidad del reCür!iO
se c.eclara no competen le. por 'if'ílo otro. que por supueslo hahra
preCl">aGo. y seguidamente a tal prc,nunciamiento el inten:saJo.
acatando lo decretado en aquella Senlencia, a salvo la posibIlidad.
en su caso. de interponer recurso de apelación, se persona ante el
órgano competente.

En realidad. cabía predicar esta misma solución incluso antes de
la \'igencia de la C.E.. ya que ningún precepto de la U se opone a
ella.

y así, en la Sentencia del Tribunal Supremo de 19 de enero de
1970. se estimó que la declaración de inadmisibilidad no tiene mas
alcance que para el recurso en que recae, pudiendo acaso el mismo
acto ser impugnado de nuevo, si lo es en tiempo y forma. Mas en
conc;cto. y mas próximamente. en la Sentencia: del mi~mo Tribu~

nal de 11 de abril de 1979 se deClaró que la inadmisibilidad por
incompetencia jerárquica decretada en Sentencia por la Sala de
instancia no impedirá, en su caso. la viabilidad del recurso si
aqui:lIa .no se ajustó a d.:rccho y sin que pueda. por lo !Jnto,
invocarse la extemporaneidad del n:curso conten(..Íoso.

Conviene tamhién poner de relicve que este disentimiento del
fallo mayoritario se basa en la apreciación de los riesgos qué
entrana la expulsión del ordenamIento jurídico de un preceplo -y
tanto más cuando se trata de UTl fragmento o inciso- que se halla
In~~rto en una determinada lTlstituclón procesal. presIdida por
ciertos criterios y adecuada a patrones complejamente elaboraJos,
en lus que es ciertamente dIficil remover una pieza sin atentar

Sala Seg¡oida. Rrcu(So de amparo lIIí11lci-o 3/JjI'J84.
SE-Illencia númcro 2_?¡'1985. de 15 de fi'hrcro.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compul'slLl pur
Gon Jerónimo Arozamena Sierra. Pf(:~idcnte. y don Frani.'ls(~o
Rubio Llorente. don Luis Díez-Picazo y Ponce de León. don
Franc!sco Tomás y Valiente. don Antonio Truyol Serra y don
FranCISco Pera Verdaguer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recu.rso de amparo promovido por do~ Francisco Javier
Losa.nlus del Ca:np.o. repr(,<;l'ntado por el Procurador don Angel
Deleito Villa y dlflgtdo por el Abogado don FranCISco Garcla-Mon
\1arañez. contra la Sentencia de la Audiencia Provincial de
Logn)ño de fecha 6 de abril de [984 (diligencias 1/l9S2, rollo
6/1.,~4). y en el que han comparecido el Ministerio FIscal v
(~~a(':lOnal Hispánica Aseguradota. S. A..». representada por_ el
Procurador don Jose Luis Granizo García-Cuenca y d.:fcndida por
'1 Abog3do don Arturo Fernández de Castro y Pombo. siendu
·)0nente el Presidente de la Sala, don Jerónimo Arozamena Sierra,
..-rJien expresa el parecer de la misma.

1. ANTECEDENTES

Primero.-Como consecuencia de un accidente de lraficu ocurri·
do en Lagroño el día 3 de Julio de 1981, en d que ta11.xió don
\na'>taslo Broco Gómez y lesionados doña ~atj';\dad Rubi,ano
\ dlan'jO. doña María del CMmcn Uribc Lcgarreta y 110n Julio
I}r1\e Vazquez, se ~iguicron actuaciones penales contra don Fran·
¡seo Ja.-jer Losantos del Campo. en el Juzgado de lnstrucclon
,.ú,,:a.'ro 2 de aquella capital, por el delito de imprud~ncia: al
:Ci'mlfiO del proce~o rct:ayó Sentencia pronunciada por dicho
(i.12gado el 23 de enero de 1'184. por b que se absohló al acusado
.)dr falta de prueba. La Scntt:ncia fue apdada ante la Audient:ía
Pro\-incial por los acusadores particularl's, doña Trinidad. dona
'\ali\'idad. don Ricardo y dona (rblina Braco Rubiullo. dalla
\,"atl\-idad Rubiano Vdlarcj0. don José Maria Rubio Santa v don
-\l1uro \foreno Ortcga: y pt'r~cnado~ en la apelación ('1 MlI'{stcno

contra alguna parte o aspecto trascendente de la institución. Y ante
ello nos hallamos en el caso presente, en el que la eliminación de
toda referencia a la «competencia» del apartado a) ~el arto 82 de la
Ley de la Jurisdicción C0!1tencioso-Ad~inistra~~va,con indepen­
dencia de otras repercusIOnes que sena proltJo enumerrar, se
cohonesta mal con la pervivencia de la carencia de <(jurisdicción»
en aquel mismo apartado a), y con la norma del numero 7 del
articulo' 100 de la propia Ley, que ordena a las galas de lo

, Contendoso-Administrativo del Tribunal Supremo lo que debenl. hacer cuando la Sentencia apelada hubiera decretado la incompe·
tenda del Tribunal.

I La solución que se patrocina en este voto particular no discrepa
I de la contenida en la Sentencia de este Tribunal Constitucional de

26 de marzo de 1984 (RA numo 330j 1983). bien que rererida ésta
'al ámhito de la Jurisdicción laboral, donde se hizo aplicación del
artículo 3. lJ de la- Ley de Procedimiento Laboral, sobre cuestiones
de -competencia, expresivo tal artículo d~ que cuando el Magistrado
de Trabajo se estime incompetente para conocer por razón de la
materia, dictará Auto acto seguido a la presentación de la demanda,
declarándolo así, previniendo al demandante ante quién y cómo
puede hacer uso de su derecho; igual declaradón -prosigue el texto
legal- deberá hacer al dictar Sentencia, absteniéndose ~n tal caso de
entrar en el conocimiento del fondo del asunto. En el fallo antes
referenciado se dice que la Sentencia de incompetencia dk:tada por
el Tribunal del orden laboral tiene el sentido de una primera
resoludón en materia de competencia, desde la perspectiva del
derecho a la tulela judicial efectiva, que -no impide el que los
actores puedan acudir a otra jurisdicción para que decida acerca de
sus derechos e intereses legítimos.

QUlérese decIr que la posibilidad de declarar una incompetencia
c~)O anterioridad a la Sentencia -incluso ante la simpte presenta­
cIón de la demanda- no excluye la licitud y, por supuesto la
constitucionalidad, de similar pronunciamiento realizado e~ la
Sentencia. sin que Sea preciso 'estimar derogados los preceptos de

I
orden prpcesal aplicados.

En méritos de lo expuesto, entendemos que la actual demahda
de amparo debe denegarse.

I Madrid. 18 de febrero de 1985.-Francisco Pera Verda-I guer.-Firmado y rubricado.

fiscal, los referídos acusadores particulares. Q!JC habian ejercitado
la acción corno perjudicados, el acusado, su esposa. doña María del
Pilar Albacete Llamas. como responsable Civil subsidIaria, y la
Compañía «Nacional Hispánica Aseguradora. S. A.~). se dispuso
por la Audiencia Provincial la tramitación en la forma dispuesta
por el arto 792 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. y en el trámite
correspondiente el Ministerio Fiscal se adhirió a la apelación
interpuesta por los acusadores particulares e interesó que en _su día
se dicte Sentencia de conformidad con la calificación definitiva
formulada en su momento por el Ministerio Fiscal. En el tramite
de instrucción, la representación y defensa del señor losantos del
Campo no hizo petidón alguna, pues dejó transcurrir el plazo
concedido sm presentar escrito,. y también en este trámite la
Compañía «Nadonal Hispánica Ast'guradora. S. A.», interesó la
práctica de la, prueba que solicitó en el escrito de conclusiones
provisionales y consistente en Que se. pida al Ministerio de Defensa,
Secretaría General de Asuntos de Personal y Acción Social.
certificación de la instancia formulada por la viuda del fallecido
como consecuencia del accidente que dio lugar a las actuaciones
penales, prueba que no fue admitida a esta Compañía en virtud de
auto de 29 de febrero de 1984, y esta resolución fue consentida,
pues contra ella no se interpuso recurso alguno. Cdebrada la vista.
se pronunció Sentencia por la Audiencia Provincial de Logroño el
6 de abril de 1984, por la que, estimancio la apelación, fue
condenado el señor Losantos Jel Campo, como autor de un delito
de imprudencia simple con infracción de Reglamentos, a la pena de
dos meses de arresto mayor y de seis meses de pri vacjon del
permiso de conducir. a las accesorias correspondientes y a la
responsabilidad civil en favor de los peljudicados.

Segundo.-EI 2 de mayo de 1984, el señor Losantos del Campo
planteó recurso de amparo contra la Senlencia de la Audiencia
Provincial de Logroño. que basó en los sigui~ntes motivos:

A) Vi~lación del derecho fundamental a la integridad fisica y
a la Integndad moral que reconoce el arto 15 de la Constitución,
porque. sostiene, que la condena penal fundada err una errónea
fijación de los hechos constituye un ataque dirccto a su intcgridad
moral. '. .

B) Violación del. derecho fundamental a la seguridad que
reconoce el arto 17 de la Constitución, y que intcrpreta el recurrente
como el derecho a la seguridad jurídica y que estima vulnerado.


